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Se adoptarán las decisiones pertinentes para continuar con el trámite del medio de 

control de nulidad electoral, de conformidad con las previsiones del Decreto 806 del 

04 de junio de 2020 dictado por el Gobierno Nacional “Por el cual se adoptan medidas 

para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 

actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los 

usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, 

Social y Ecológica”. 

ANTECEDENTES 

 

El señor JORGE ALBERTO CASTAÑO PARRA presenta demanda ante esta jurisdicción 

en ejercicio del medio de control de NULIDAD ELECTORAL, con el fin de que se declare 

la nulidad del acto de elección del ALCALDE DEL MUNICIPIO DE TULUA (VALLE) para 

el periodo constitucional 2020-2023, contenido en el formulario No. E26-ALC de fecha 

06 de noviembre de 2019; y de las Resoluciones Nos. 011 del 01 de noviembre de 

2019, expedida por la Comisión Escrutadora Municipal de Tuluá (V), y 17 de fecha 06 

de noviembre de 2019, expedida por la Comisión Escrutadora del Valle del Cauca, 

mediante las cuales se resolvió una reclamación presentada por el actor a través de 

apoderado judicial.  

 

Los hechos que fundamentan la demanda son los siguientes:  

 

Señala el demandante que fue candidato a la Alcaldía del Municipio de Tuluá para el 

periodo 2020-2023 con el aval del partido conservador. 

 



Que la Organización Social Misión de Observación Electoral – MOE declaró como zona 

de alto riesgo electoral al Municipio de Tuluá, alcanzando para la contienda electoral 

del pasado 27 de octubre de 2019, 3805 votos nulos y no marcados. 

 

Que la diferencia de votos entre el alcalde electo y el actor, quien quedó en segundo 

lugar, fue de 1.755 votos. 

  

Aduce que a través de apoderado mediante escrito radicado el 31 de octubre de 2019 

ante la Comisión Escrutadora Municipal de Tuluá solicitó el RECONTEO DE LOS VOTOS 

de todas y cada una de las mesas de votación de dicho ente territorial, aportando una 

serie de formatos contentivos de reclamaciones, junto con copia de los Formatos E- 

14, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 163 y 164 del Código Electoral. 

 

Que entre otras, las irregularidades advertidas se dieron en las mesas de votación 14 

del puesto 3; 11 del puesto 1; 17 del puesto 7; 16 del puesto 7; 13 del puesto 1; 19 

del puesto 3; y 15 del puesto 1, por la causal 11:"...cuando aparezca de manifiesto 

que en las Actas de Escrutinios se incurrió en error aritmético al sumar los votos 

consignados en ella...", además por los otros motivos indicados en los cuadros insertos 

en la mentada reclamación, acaecidos en las mesas de votación 31 del puesto 1; 33 

del puesto 1; 22, 23, 24 y 25 del puesto 1; y 17 del puesto 1, y por 75 inconsistencias 

encontradas en los formatos E-14 publicados por la Registraduría Nacional del Estado 

Civil, como situaciones irregulares que dieron lugar a duda acerca de la exactitud de 

los cómputos. 

 

Que la referida reclamación fue objeto de pronunciamiento por parte de la Comisión 

Escrutadora Municipal de Tuluá mediante la Resolución 11 del 1° de noviembre de 

2019 rechazándola en cuanto al reconteo de votos,  bajo el siguiente argumento: 

“Cuando se solicita el reconteo de votos, hay que señalar en forma clara, precisa e 

inequívoca las mesas y zonas donde se pretende su revisión, ya que no es viable pedir 

el recuento y verificación de votos en forma genérica e indiscriminada, sin precisar la 

mesa o mesas de votación sobre las que se eleva la solicitud...". Que el anterior acto 

administrativo fue recurrido oportunamente, siendo confirmado por la Comisión 

Escrutadora Valle del Cauca mediante la Resolución No. 17 del 6 de noviembre de 

2019. 

 

Que de acuerdo a las irregularidades advertidas, éstas corresponden a un 16 o 17% 

del total de las mesas escrutadas, lo que hace que exista un faltante de votos o 

desviados a otros candidatos considerables, con los cuales ampliamente el actor pudo 

haber quedado como alcalde el Municipio de Tuluá. 

 



Que por tanto la causal de nulidad electoral que se invoca es la contenida en el 

numeral 3° del artículo 275 del CPACA que señala que “Los actos de elección o de 

nombramiento son nulos… cuando…: 3. Los documentos electorales contengan datos 

contrarios a la verdad o hayan sido alterados con el propósito de modificar los 

resultados electorales”. 

 

CONTESTACION DE LA DEMANDA   

 

- CONSEJO NACIONAL ELECTORAL  

 

El Consejo Nacional Electoral presentó dentro de este proceso contestación de la 

demanda, solicitando su desvinculación por falta de legitimación en la causa por pasiva 

al señalar que, dicha autoridad no tuvo incidencia en los escrutinios ni en la 

declaratoria de la elección de Alcalde del Municipio de Tuluá con ocasión de las 

elecciones realizadas el pasado 27 de octubre de 2019, puesto que no tiene 

participación en las comisiones escrutadoras municipales o distritales, toda vez que 

aquellas son elegidas por los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, actuando como 

secretarios de éstas los Registradores Distritales y Municipales.  

 

- JHON JAIRO GOMEZ AGUIRRE- Alcalde del Municipio de Tuluá.  

 

El señor JHON JAIRO GOMEZ AGUIRRE, actuando en calidad de Alcalde del Municipio 

de Tuluá, contestó la demanda dentro el término legal, a través de apoderado judicial, 

bajo los siguientes términos:  

 

- Que no resulta cierto lo manifestado por la parte actora en cuanto a que de 

acuerdo con  la MOE se declaró como zona de alto riesgo electoral al Municipio 

de Tuluá, debido a que el estudio desarrollado por dicha Organización, con 

antelación de un año del certamen democrático del 27 de octubre de 2019, se 

obtuvo como resultado lo reflejado en el Mapa #1 "Mapa consolidado de riesgo 

por coincidencia de factores indicativos de fraude electoral y de violencia 

2019", en el cual se establece que el Municipio de Tuluá se encontraba en 

riesgo medio (nivel de menor jerarquía en la escala de medición ¡implementada 

por la MOE), siendo los valores establecidos para dicha investigación los de 

Riesgo Medio, Riesgo Alto y Riesgo Extremo. 

 

- Que el entonces candidato del partido conservador -JORGE ALBERTO 

CASTAÑO PARRA, fungía como un instrumento de quien en ese entonces era 

Alcalde del Municipio de Tuluá, señor GUSTAVO ADOLFO VÉLEZ ROMÁN, que 

buscaba perpetuarse en el poder municipal en cuerpo ajeno. 



 

- Que por tanto, en desarrollo de su campaña política realizaba actos de 

publicidad política ilegal, a través de vallas publicitarias, medios de 

comunicación, reuniones y adhesivos en un sin número de taxis, con lo incitaba 

al electorado para continuar con el programa del entonces alcalde, con frases 

como “#ElQueDigaVelez" o "El Cambio debe Continuar". 

 

- Que contra la campaña del demandado - JOHN JAIRO GÓMEZ AGUIRRE, se 

inició una serie de actuaciones tendientes a la publicidad oscura y amarillista 

a través de panfletos y publicaciones en redes sociales, las cuales pretendían 

menoscabar su imagen de buen servidor público y profesional ejemplar, lo cual 

se originó desde la campaña que orientaba el demandante; prueba de ello es 

la respectiva denuncia interpuesta por el señor JOHN JAIRO GÓMEZ AGUIRRE 

contra las conductas de injuria y calumnia que se adelantaban en su contra. 

 

- Que en el municipio de Tuluá se instalaron 492 mesas de votación para llevar 

a cabo el certamen electoral del 27 de Octubre de 2019, las cuales se 

distribuyeron entre los más de 60 puestos de votación, que a su vez hacían 

parte de 10 zonas electorales. 

 

- Que el demandante, en ningún momento, identifica las zonas electorales, por 

lo que las descripciones que hace sobre presuntas actuaciones irregulares en 

diferentes mesas de votación es una objeción infundada. 

 

- Que además el demandante no demuestra que se hayan presentado 

reclamaciones por parte de los testigos electorales del partido conservador en 

primera instancia ante los jurados de votación ubicados en las mesas de 

votación, de conformidad con el artículo 122 del Código Electoral. Que además 

tampoco demostró que en alguna de las 492 mesas instaladas en las 10 zonas 

de votación haya habido enmendadura o tachón y que tal causal diera origen 

a una reclamación. 

 

- Que el demandante en su escrito manifiesta su descontento o inconformidad 

con la información suministrada en los formularios E- 14 por un total de SIETE 

(7) mesas, que no identifica de forma clara, precisa y concisa al no establecer 

la zona electoral, correspondiendo a tan solo un 1% de las 492 mesas de 

votación. 

 

Finalmente propone la excepción denominada “Incumplimiento de requisitos para dar 

trámite a la demanda electoral por pretensiones inocuas”. Señala que la Ley 1437 de 

2011 estableció un procedimiento legal y unos requisitos especiales para dar trámite 



a las demandas de nulidad sobre los actos de elección popular. Que dentro de los 

requisitos esenciales para este tipo de procesos, el artículo 139 del CPACA contempla 

la necesidad de que se demande de forma CONJUNTA el acto administrativo que 

declaró la elección (Formato E-26 ALC de Tuluá) y los actos administrativos que 

adoptan decisiones por parte de la autoridad electoral en materia de reclamaciones, 

lo anterior, acompañado de una narración clara y precisa de las etapas, registros 

electorales y vicios que inciden en el acto de elección. 

 

Que al observar el numeral 3 del texto de la demanda ("De lo Que se Pretende"), se 

observa que en lo solicitado por la parte actora, en ningún momento hace una 

identificación clara, precisa y minuciosa de los actos administrativos electorales que 

resolvieron los recursos o reclamaciones presentada por la campaña del demandante, 

solo se limita a solicitar la nulidad del formato E-26 ALC del 06 de Noviembre de 2019 

y "... los actos administrativos que resolvieron desfavorablemente las reclamaciones 

contenidas en memorial del 31 de octubre de 2019”. 

 

Que entonces es claro que las pretensiones expuestas por la parte actora no son las 

idóneas o suficientes para dar trámite al presente proceso, pues no se cumple con el 

requisito esencial de IDENTIFICAR DE FORMA PLENA los actos electorales que son 

objeto de reclamación y que se están demandando de forma conjunta, pues además 

de identificarlos, la parte actora debió argumentar los sustentos fácticos y jurídicos 

por los cuales dichos actos administrativos que resuelven reclamaciones son objeto 

de nulidad. 

 

Que aunado a lo anterior, el Legislador ha establecido que el demandante debe 

precisar en qué etapas o registros electorales se presentaron las supuestas 

irregularidades que alega, sin embargo, revisando el escrito de demanda, la parte 

actora se ha limitado a describir de forma incompleta algunas mesas de votación 

donde considera que hubo errores aritméticos o de transcripción, sin especificar la 

ubicación de dichas mesas por zona electoral, para luego atacar al proceso de 

escrutinio. 

CONSIDERACIONES 

 

El Decreto 806 del 04 de junio de 2020, dictado por el Gobierno Nacional  introdujo 

algunas modificaciones procedimentales en materia de lo contencioso administrativo, 

que rigen a partir del 4 de junio de 2020 y cuya vigencia es de dos años, de acuerdo 

con lo previsto en su artículo 16. 

 

Así pues, contempló en su artículo 12 que las excepciones previas en la jurisdicción 

de lo Contencioso Administrativo se formularán y decidirán según lo regulado en los 



artículos 100, 1011 y 102 del Código General del Proceso. Que cuando se requiera la 

práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del citado 

código, el juzgador las decretará en el auto que cita a la audiencia inicial, y en el curso 

de ésta las practicará. Allí mismo, resolverá las excepciones previas que hubieran 

requerido pruebas y estén pendientes de decisión.  

 

Igualmente dispone que, la providencia que resuelva las excepciones mencionadas 

deberá ser adoptada en primera instancia por el juez, subsección, sección o sala de 

conocimiento. Contra esta decisión procederá el recurso apelación, el cual será 

resuelto por la subsección, sección o sala del tribunal o Consejo de Estado. Cuando 

esta decisión se profiera en única instancia por los tribunales y Consejo de Estado se 

decidirá por el magistrado ponente y será suplicable. 

 

Seguidamente, en su artículo 13 prevé  los casos en que se puede dictar  Sentencia 

anticipada en lo contencioso administrativo. En efecto dispuso que el juzgador deberá 

dictar sentencia anticipada,  antes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos 

de puro derecho o no fuere necesario practicar pruebas, caso en el cual correrá 

traslado para alegar por escrito, en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 

de la Ley 1437 de 2011 y la sentencia se proferirá por escrito. 

 

- SANEAMIENTO DEL PROCESO 

 

El  CONSEJO NACIONAL ELECTORAL presentó contestación de la demanda dentro del 

presente proceso, formulando la excepción de falta de legitimación en la causa por 

pasiva al señalar que no tiene relación con el interés sustancial que se discute en el 

mismo.  

 

En este punto se advierte que la Secretaría de esta Corporación además de notificar 

la admisión de la demanda a la parte demandada, el señor JOHN JAIRO GOMEZ 

AGURRE, en calidad de ALCALDE DEL MUNICIPIO DE TULUA – VALLE, mediante aviso, 

en los términos del artículo 277 del CPACA,  y a la Registraduría Municipal de Tuluá 

mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales,  de 

acuerdo con lo previsto en el auto admisorio, también notificó mediante mensaje 

electrónico al Consejo Nacional Electoral, sin haber mediado orden del Despacho que 

dirige el proceso, en el sentido de vincularlo al proceso en cuestión. 

 

                                                             
1 “...El Juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la práctica de pruebas antes de la 
audiencia inicial…” 



En acopio de lo anterior, como medida de saneamiento del proceso se ordenará la 

desvinculación de hecho efectuada por la Secretaría de la Corporación al Consejo 

Nacional Electoral. 

 

- RESOLUCIÓN DE LA EXCEPCIÓN PREVIA FORMULADA POR LA PARTE 

DEMANDADA A TRAVES DE SU APODERADO JUDICIAL  

 

Como quiera que la parte demandada propuso la excepción previa de 

“INCUMPLIMIENTO DE REQUISITOS PARA DAR TRAMITE A DEMANDA ELECTORAL 

POR PRETENSIONES INOCUAS”,  y como para su resolución no se requiere de la 

práctica de pruebas a las que se refiere el inciso segundo del artículo 101 del CGP, la 

Sala  procederá a surtir el trámite señalado en el numeral 2 de la misma disposición.  

 

En este sentido debe señalarse en primer lugar que los argumentos que fundan dicha 

excepción se basan en que el demandante si bien impugnó e individualizó el acto que 

declaró la elección del Alcalde del Municipio de Tuluá para el periodo 2020-2023, sin 

embargo, no precisó e individualizó de forma clara las decisiones adoptadas por las 

autoridades electorales que resolvieron las reclamaciones presentadas por la campaña 

del demandante frente a dicho acto de elección, así como tampoco precisó en qué 

etapas o registros electorales se presentaban las irregularidades o vicios que incidieron 

en el mismo, tal como lo indica el artículo 139 del CPACA.  

 

Dentro de las pretensiones de la demanda el actor solicita que se declare la nulidad 

del acto administrativo contenido en el formulario E-26 ALC del 06 de noviembre de 

2019, por medio del cual la Comisión Escrutadora respectiva declaró la elección 

popular como Alcalde del Municipio de Tuluá para el periodo 2020-2023 a Jhon Jairo 

Gómez Aguirre, así como de los actos administrativos que resolvieron 

desfavorablemente la reclamación contenida en el memorial del 31 de octubre de 

2019. 

 

Con la demanda se allegaron como anexos el acto de elección demandado,  la 

reclamación de fecha 31 de octubre de 2019 presentada por el apoderado del 

demandante ante la Comisión Escrutadora del Municipio de Tuluá, la Resolución No. 

11 de fecha 1 de noviembre de 2019, proferida por la Comisión Escrutadora  Municipal 

de Tuluá mediante la cual  resuelve la anterior reclamación, y la Resolución  No. 17 

del 06 de noviembre de 2019 dictada por la Comisión Escrutadora del Valle del Cauca 

mediante la cual resuelve el recurso de apelación contra el anterior acto. 

 

El artículo 163 del CPACA señala que, cuando se pretenda la nulidad de un acto 

administrativo éste se debe individualizar con toda precisión. Si el acto fue objeto de 



recursos ante la administración se entenderán demandados los actos que los 

resolvieron. 

En virtud de la anterior disposición, debe señalarse que los actos administrativos  que 

resolvieron la reclamación y el recurso  interpuesto por el apoderado del demandante  

ante las Comisiones Escrutadores del Municipio de Tuluá y Departamental del Valle 

del Cauca con relación al acto de elección impugnado, se entendían demandados, los 

cuales fueron precisados en el auto admisorio de la demanda  de fecha 13 de enero 

de 2020 de acuerdo con los fundamento fácticos y jurídicos de la demanda y sus 

anexos. 

 

Ahora si bien el artículo 139 del CPACA señala que, el demandante deberá precisar en 

qué etapas o registros electorales se presentan las irregularidades o vicios que inciden 

en el acto de elección, debe señalarse que en el escrito de la demanda se invoca la 

causal de nulidad electoral contenida en el numeral 3° del artículo 275 ibídem que 

señala que, es nulo el acto de elección cuando los documentos electorales contengan 

datos contrarios a la verdad o hayan sido alterados con el propósito de modificar los 

resultados electorales, de lo que se advierte que la etapa en que se presentan las 

presuntas irregularidades expuestas en la demanda es la relacionada con los 

escrutinios, es decir, la etapa poselectoral que comprende el escrutinio de votos, la 

proposición y resolución de reclamaciones y solicitudes de recuento, la de revisión de 

irregularidades ocurridas en la votación y escrutinio de votos.  

 

De otro lado, respecto a la indicación de la parte demandada referida a que el actor 

indicó en la demanda algunas mesas de votación donde consideraba que hubo 

irregularidades en los escrutinios, pero que, no especificó  la zona electoral de dichas 

mesas; debe señalar la Sala que corresponde al fondo del asunto determinar sobre la 

incidencia de especificar o no la zona de las mesas de votación frente a las que se 

predica la existencia de irregularidades o vicios en las votaciones y escrutinios y, no a 

esta etapa previa. 

 

Por lo expuesto no se declarará probada la excepción de inepta demanda por falta de 

requisitos formales formulada por la parte demandada. 

 

- DE LAS PRUEBAS  

 

- DE LA PARTE DEMANDANTE  

Los documentos aportados con la demanda se incorporan al proceso. Su valor 

probatorio se determinará en la sentencia.  

Frente a la prueba documental solicitada por la parte demandante en el escrito de la 

demanda en el acápite “DE LOS MEDIOS DE PRUEBAS” subcapítulo “DOCUMENTALES A 



PEDIR” se decretará en los términos y condiciones en que fue solicitada. Para el efecto, 

se ordenará que por la Secretaría de la Corporación se oficie a la Registraduría Nacional 

del Estado Civil al correo electrónico notificacionjudicial@registraduria.gov.co , para 

que remita con destino a este proceso, en un término improrrogable de 5 días, contados 

a partir  de la recepción del requerimiento, copia de la documentación relacionada con 

el proceso electoral y poselectoral del Alcalde Municipal de Tuluá para el periodo 2020 – 

2023,  las cuales deberán ser allegadas al correo electrónico 

lsierrav@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

Allegada la prueba documental decretada, se ordenará que por Secretaria de esta 

Corporación se corra traslado común a las partes y al Ministerio Público por el término 

de tres (3) días, para que los sujetos procesales tengan la oportunidad de conocerla y 

controvertirla, de conformidad con el artículo 92 del Decreto 806 de 2020 “Por el cual se 

adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las 

comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar 

la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia 

Económica, Social y Ecológica”. 

 

- DE LA PARTE DEMANDADA 

Frente a las pruebas solicitadas por la  parte demandada en la contestación de la 

demanda en el acápite “PRUEBAS”  se denegaran, pues si bien en dicha contestación 

se exponen hechos relacionados con la campaña política del demandante en su 

condición de candidato a la Alcaldía de Tuluá para el periodo institucional 2020-2023; 

sin embargo, con esas pruebas se pretende acreditar su cercanía con el entonces 

Alcalde, las supuestas irregularidades en su campaña, así como las denuncias ante la 

Fiscalía General de la Nación contra éste por injurias contra la candidatura del 

demandado- actual Alcalde-, lo que corresponde a la etapa preelectoral que 

comprende todas aquellas actuaciones necesarias para la jornada electoral 

propiamente dicha, lo cual no incumbe al objeto del presente litigio el cual tiene 

relación con la etapa poselectoral en cuanto a supuestas irregularidades en los 

escrutinios y conteo de votos.  

 

                                                             
2 “Artículo 9. Notificación por estado y traslados. Las notificaciones por estado se fijarán 
virtualmente, con inserción de la providencia, y no será necesario imprimirlos, ni firmarlos por el 
secretario, ni dejar constancia con firma al pie de la providencia respectiva. No obstante, no se insertarán 
en el estado electrónico las providencias que decretan medidas cautelares o hagan mención a menores, 
o cuando la autoridad judicial así lo disponga por estar sujetas a reserva legal.  
 
De la misma forma podrán surtirse los traslados que deban hacerse por fuera de audiencia.  
 
Los ejemplares de los estados y traslados virtuales se conservarán en línea para consulta permanente 
por cualquier interesado”. 

mailto:notificacionjudicial@registraduria.gov.co
mailto:lsierrav@cendoj.ramajudicial.gov.co


Además dichas pruebas fueron allegadas con la contestación de la demanda, las que 

se incorporarán al proceso, y serán valoradas en la respectiva sentencia.   

 

- SOBRE LA SENTENCIA ANTICIPADA. 

 

Una vez surtido el anterior traslado de la prueba documental decretada, el Despacho 

mediante auto, ordenará correr traslado a las partes y al Ministerio Público para que 

presenten los de alegatos de conclusión por escrito para proferirse de forma anticipada 

la sentencia, ya que aparte de la prueba documental decretada, no hay pruebas que 

practicar.  

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca,  

 

RESUELVE: 

ARTICULO PRIMERO: Desvincular del proceso de la referencia al CONSEJO 

NACIONAL ELECTORAL, por las razones expuestas en esta diligencia.  

 

ARTICULO SEGUNDO: DECLARAR NO probada la excepción de 

“INCUMPLIMIENTO DE REQUISITOS PARA DAR TRAMITE A DEMANDA ELECTORAL 

POR PRETENSIONES INOCUAS”,  formulada por la parte demandada, por las razones 

expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 

ARTICULO TERCERO: Los documentos aportados con la demanda y su contestación 

se incorporan al proceso, cuyo valor probatorio se determinará en la respectiva 

sentencia.  Se decreta la prueba documental solicitada por la parte actora bajo los 

términos expuestos en la parte motiva de esta providencia. Una vez surtido el  traslado 

a las partes de la prueba documental allegada e incorporada al proceso, el Despacho 

mediante auto, ordenará correr traslado a las partes y al Ministerio Público para que 

presenten los escritos de alegatos de conclusión por escrito.  

 

ARTICULO CUARTO: Denegar las pruebas solicitadas por la parte demandada en la 

contestación de la demanda, por las razones expuestas en la parte motiva de esta  

providencia. 

ARTICULO QUINTO: NOTIFÍQUESE la presente providencia por estado de 

conformidad con los términos previstos en el artículo 93 del Decreto 806 de 2020.  

 

 

                                                             
3 “Notificación por estado y traslados. Las notificaciones por estado se fijarán virtualmente, con 
inserción de la providencia, y no será necesario imprimirlos, ni firmarlos por el secretario, ni dejar 
constancia con firma al pie de la providencia respectiva”. 



NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

Los Magistrados, 

 

 

 

 

LUZ ELENA SIERRA VALENCIA           OSCAR ALONSO VALERO NISIMBLAT 

 

 

PATRICIA FEUILLET PALOMARES 

 

 

 

 

 

 

 


